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DERECHO DE PETICIÓN / EMISIÓN DE COMPROBANTES DE PAGO POR SALUD, PENSIÓN Y RIESGOS PROFESIONALES / TRASLADO A LA AUTORIDAD COMPETENTE / OBLIGACIÓN DE RESPONDER LA SOLICITUD. “[D]e la documentación arrimada se tiene que en mayo 24 y junio 28 de 2016 se procedió a correr traslado a POSITIVA A.R.L. y COLPENSIONES respectivamente de la referida petición, sin que a la fecha y como así se desprende de lo indicado por el actor, le hayan dado respuesta alguna (…) [D]e lo allegado a esta Corporación se evidencia que [POSITIVA A.R.L.] no cuenta con ninguna clase de soportes para atender el reclamo del actor, por cuanto la información que recibió en relación con Riesgos Laborales del Seguro Social fue del año 1995 en adelante y por ende no sería posible para la misma entregar aquella que pide el actor y que data de los años 1993 y 1994.(…) [L]o que sí está claro para esta Corporación que por parte de COLPENSIONES se ha omitido dar respuesta al señor JOSÉ MONTEGRANARIO, dentro del ámbito de su competencia,  de los derechos de petición que el mismo elevó, por medio de los cuales pide se le expidan los comprobantes de pago realizados a su nombre concernientes a pensión y riesgos laborales, durante los años 1993 y 1994. En síntesis, como quiera que la Sala observa que por parte de COLPENSIONES sí se ha vulnerado el derecho de petición del señor CARDONA GRANADA en mayo 10 de 2016, del cual se les dio traslado por parte del P.A.R.I.S.S. en junio 28 de 2016, se tutelará el amparo deprecado por ese específico aspecto, y en consecuencia se ordenará a las misma que dentro de las cuarenta y ocho (48) siguientes, contadas a partir de la notificación de la presente providencia proceda a dar respuesta a la solicitud elevada, de lo cual comunicará lo pertinente a esta Sala.”.
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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL
             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, primero (1°) de noviembre dos mil dieciséis (2016)

                                                                   Acta de Aprobación N° 999
                                                   Hora: 4:00 p.m.
1.- VISTOS

Procede la Sala a decidir la acción de tutela instaurada por el señor JOSÉ MONTEGRANARIO CARDONA, por intermedio de apoderada, al considerar vulnerado su derecho fundamental de petición.     

2.- SOLICITUD 

Expresa la apoderada del señor MONTEGRANARIO CARDONA que actualmente recopila datos de cotizaciones desde el año 1993 para completar sus semanas requeridas, por lo cual en diferentes ocasiones ha escrito al Patrimonio Autónomo de Remanentes del Instituto de los Seguros Sociales -en adelante P.A.R.I.S.S.- pues allí deben reposar sus archivos, indicándosele mediante oficio 003137 de marzo 2 de 2016 que solo poseen información desde el año 1995. Y al pedir nuevamente tal reporte en mayo 10 de 2016 que también dirigió al Ministerio de la Protección Social, se le comunicó por oficio 010573 de mayo 26 que tal misiva se trasladó al P.A.R.I.S.S., y fue enterado finalmente por ésta última que en junio 28 de 2016 se envió la solicitud a COLPENSIONES, sin que a la fecha ninguna de las entidades haya dado respuesta de fondo a lo pedido.

Solicita en consecuencia se proteja su derecho de petición y se ordene al Ministerio de la Protección Social y al P.A.R.I.S.S. se resuelva lo requerido, y se le expidan los comprobantes de pago efectuados al accionante por salud, pensión y riesgos laborales, durante los años 1993 y 1994.

3.- contradictorio

La Sala admitió la tutela y dispuso correr traslado de la misma al Ministerio de la Protección Social y al  Director del P.A.R.I.S.S., e igualmente dispuso vincular al Presidente de FIDUAGRARIA S.A. a COLPENSIONES, POSITIVA A.R.L., y al Presidente de Fiduprevisora, dándose respuesta así:

- El Coordinador del Grupo de Administración de Entidades Liquidadas de la Dirección Jurídica del Ministerio de Salud y Protección Social además de informar lo correspondiente al proceso de supresión y liquidación del I.S.S., así como la constitución del Patrimonio Autónomo de Remanentes, cuya finalidad, entre otras, era la administración, conservación, custodia y transferencia de archivos, expresa lo siguiente: (i) se recibió oficio en mayo 11 de 2016 radicado al N° 201642300879372, del cual se dio traslado al P.A.R.I.S.S. según interno 201611100967921 de mayo 26, con copia al señor CARDONA GRANADA; (ii) posteriormente el actor envió nueva petición que se recibió en julio 6 de 2016 con radicación N° 201642401327342 que respondió la Dirección Jurídica del Ministerio mediante oficio N° 201611101416641 de agosto 2 de 2016 indicándosele que  la obligación de suministrar la información relativa al pago efectivo de aportes a seguridad social recae en el empleador; (iii) en la misma fecha 6 de julio se recibió otra solicitud radicada al N° 201642401328172, la cual se envió al P.A.R.I.S.S. por oficio N° 201611101415421 de agosto 2 de 2016 donde se solicitó se le resolviera lo reclamado por el actor, al cual se le remitió copia; (iv) considera que no se ha vulnerado el derecho de petición del actor, pues lo solicitado al Ministerio ha sido respondido y se dispuso remitirla al P.A.R.I.S.S., máxime que dicha cartera no es sucesor procesal, subrogatario, ni superior jerárquico de dicho Patrimonio, al no ser una entidad adscrita ni vinculada al Ministerio, en tanto ésta depende de FIDUAGRARIA, a quien se dio traslado con oficio 4164 de octubre 19 de 2016, y (v) pide en consecuencia se desvincule al Ministerio de la presente acción constitucional.

- El apoderado General del Grupo de Tutelas del P.A.R.I.S.S. en Liquidación, en relación con el caso concreto,  hace alusión a los derechos de petición que ha elevado el actor -febrero 3, febrero 24, mayo 10 y  agosto 8 de 2016- por medio de los cuales pide los comprobantes de pago durante el tiempo que estuvo vinculado al I.S.S. correspondientes a riesgos laborales, salud y pensión en los años 1993 y 1994, a los cuales se les dio la respectiva respuesta, por lo cual estima que ha dado cumplimiento a lo reglado en el art. 21 C.P.A.C.A., y por ende no se evidencia vulneración a su derecho de petición.  Refiere con ocasión de la vinculación de FIDUAGRARIA que al haberse finalizado el proceso de liquición del I.S.S. en marzo 31 de 2015, se celebró el contrato de Fiducia Mercantil N° 015 de 2015 donde FIDUAGRARIA ostenta únicamente la condición de vocera y administradora del P.A.R.I.S.S. en Liquidación, por lo cual dicha entidad carece de competencia para resolver reclamaciones relacionadas con el proceso liquidatorio del extinto I.S.S.
- La Apoderada de POSITIVA, Compañía de Seguros, informa que en ningún momento por parte de la apoderada o del actor se les ha arrimado derecho de petición alguno, y de los soportes aportados a la acción constitucional se observa que la solicitud objeto de tutela tampoco les ha sido radicada. Agrega que con base en  los hechos de la tutela, se obtuvo certificación del Gerente de Afiliación y Novedades, el cual certifica que el señor JOSÉ MONTEGRANARIO CARDONA no registra afiliación a dicha compañía, y la Gerencia de Recaudo y Cartera les informó que tras la cesión de activos, pasivos y patrimonio del Seguro Social, se cuenta con información de cotizantes a Riesgos Laborales a partir del año 1995 en adelante, por lo cual no es posible remitir información anterior al actor.  Pide en consecuencia se declare improcedente la acción de tutela.

Por parte de FIDUAGRARIA, FIDUPREVISORA y COLPENSIONES se guardó silencio dentro del término de traslado.
4.- PRUEBAS

Se tuvieron en cuenta los documentos aportados por cada una de las partes.

5.- Para resolver, SE CONSIDERA

El Tribunal es competente para fallar el presente asunto de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591/91 y Título 3, Capitulo 1 del Decreto 1069/15. 

5.1.- Problema planteado 

Le corresponde establecer a esta Sala de Decisión si ha existido en este evento violación al derecho fundamental de petición del solicitante; en caso afirmativo, cuál es la actuación que deben realizar las entidades involucradas, a efectos de cesar dicha vulneración.
5.2.- Solución

De acuerdo con el artículo 86 de la Constitución Política, toda persona podrá acudir a la tutela para reclamar la protección a sus derechos constitucionales fundamentales, y procederá contra toda acción u omisión de la autoridades públicas, o particulares según se trate, siempre que “el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.

En el presente caso la pretensión del señor JOSÉ MONTENEGRARIO CARDONA GRANADA radica en que se termine con una situación que a su modo de ver atenta contra el derecho de petición, como quiera que por parte del Ministerio de Salud y Protección Social, así como el P.A.R.I.S.S., no se le ha respondido la solicitud elevada en  mayo 10 de 2016 por medio de la cual  pide se le expidan los comprobantes de pago realizados a su nombre concernientes a salud, pensión y riesgos laborales, durante los años 1993 y 1994, respecto de lo cual, aduce, no ha recibido respuesta alguna.

Como lo ha predicado la Corte Constitucional
 cuando se trata de proteger el derecho de petición, el ordenamiento jurídico colombiano no tiene previsto un medio de defensa judicial idóneo ni eficaz diferente de la acción de tutela, de modo que quien resulte afectado por la vulneración a este derecho fundamental no dispone de ningún mecanismo ordinario de naturaleza judicial que le permita efectivizar el mismo.

El derecho de petición brinda la posibilidad de acudir a las autoridades públicas en interés particular, para obtener una respuesta dentro del término legalmente establecido. Esa garantía se puede calificar como satisfecha o respetada cuando esa autoridad o persona que atiende el servicio público, a quien se dirige la solicitud, tramita y resuelve oportunamente sobre ella, independientemente de que la contestación sea negativa o positiva frente al interés planteado, aunque se exige que el asunto propuesto debe ser adecuadamente abordado en la decisión así producida. 

A este respecto existen lineamientos generales trazados por la Corte Constitucional en lo que hace con el derecho de petición, por ejemplo, en la sentencia T-043/09 se dijo:

“Esta corporación ha sostenido que el derecho de petición se materializa cuando la autoridad requerida, o el particular en los eventos en que procede, emite respuesta a lo pedido, i) respetando el término previsto para tal efecto; ii) de fondo, esto es, que resuelva la cuestión, sea de manera favorable o desfavorablemente a los intereses del peticionario; iii) en forma congruente frente a la petición elevada; y, iv) comunicándole al solicitante. Entonces, si emitida la contestación por el ente requerido, falla alguno de los tres presupuestos finales, se entenderá que la petición no ha sido atendida, conculcándose el derecho fundamental […]”. –negrilla de la Sala-
La ley 1755 de junio 30 de 2015, en su artículo 13 dispone: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este Código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma”. Igualmente, el canon 14 de la referida normativa y en relación con el plazo para dar respuesta a las peticiones, expresa: “Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción […]”

Del estudio de lo arrimado al dossier, en especial lo dicho por el Coordinador del Grupo de Entidades Liquidadas del Ministerio de Salud, se observa que en efecto el señor CARDONA GRANADA radicó petición en mayo 11 de 2016 ante dicha cartera, registrada al N° 201642300879372
, de la cual se dio traslado a la Dirección General de P.A.R.I.S.S, mediante oficio 201611100967921 de mayo 26 de 2016, cuya copia se le remitió al actor y que debió recibir en su oportunidad, en tanto fue aportada la misma dentro de los anexos de la tutela
.

Así mismo se aprecia que en julio 6 de 2016 nuevamente el accionante elevó dos  peticiones -aunque de ello nada dijo en la demanda de tutela-, la primera que se radicó al N° 201642401327342
, y donde reitera el inicial requerimiento, esto es, que se le expida copia de los comprobantes de pago de la seguridad social durante los años 1993 y 1994 cuando estuvo afiliado al I.S.S., frente a la cual el Ministerio le expresó por oficio N° 201611101416641
 de agosto 2 de 2016 que la obligación de suministrar tal información recae en su empleador, al ser el encargado de realizar la liquidación y pago integral de las contribuciones parafiscales, la cual le envió por correo certificado
; la segunda solicitud, registrada al N° 201642401328172
, se remitió por oficio 201611101415421 de agosto 2 de 2008 al P.A.R.I.S.S, con copia al actor
.
Igualmente por parte del P.A.R.I.S.S. se indicó que dicha entidad sí respondió los requerimientos frente a los cuales se solicita la protección constitucional, esto es, el enviado en mayo 10 de 2016, donde señala en oficio EDG-11000-4177 de mayo 24 de 2016
 que en relación con la expedición de certificado de afiliación al I.S.S. durante los períodos 1993 y 1994, ello le fue resuelto por oficios EDG-11000-1006 de febrero 16 de 2016 y EDG-11000-1793 de marzo 2 de 2016
, cuyo contenido conocía el accionante, en tanto igualmente fueron aportados al dossier. 
Aunque el accionante refiere que no se le ha dado respuesta de fondo a su petición, lo que se aprecia es que tanto el Ministerio de Salud como el P.A.R.I.S.S. le han comunicado lo pertinente, no obstante que ello no sea de recibo para el actor. Véase que el Ministerio lo que ha hecho es dar traslado a esta última entidad quien de acuerdo con el Contrato Fiduciario 015 de 2015 suscrito con el I.S.S. en Liquidación, es el encargado de la administración, custodia y trasferencia de los archivos, por lo que se infiere que aunque se hubiera elevado petición a la cartera Ministerial para que se le expidieran los comprobantes de pago, la misma nada podría resolverle, por no ser un asunto de su competencia como se desprende de lo informado en sede constitucional.

Contrario sensu, y si bien sería el P.A.R.I.S.S. el obligado a entregar la documentación reclamada por el señor CARDONA GRANADA, lo que se aprecia de lo comunicado al actor en febrero 16 y marzo 2 de 2016 es que la entidad fue clara al indicarle lo siguiente: “En atención a su derecho de petición, donde solicita se expida certificado de afiliación a la EPS Seguro Social a su nombre para el período 1993 -1994, de manera respetuosa le informo que las bases de datos consultadas para resolver peticiones de los usuarios, contienen información de aportes y novedades de los afiliados para el período comprendido entre Enero de 1995 y Julio de 2008, fecha hasta la cual la extinta  EPS ISS tuvo población afiliada, por este motivo el P.A.R.I.S.S. LIQUIDADO, no cuenta con información de afiliación en salud anterior al año 1995”.  

Como si lo anterior fuera poco, mírese que en mayo 24 de 2016 en la respuesta que se le dio con ocasión de la petición elevada en mayo 10, igualmente se le manifestó con respecto a los riesgos laborales que: “mediante Decreto 600 del 29 de febrero de 2008, el Gobierno Nacional ordenó la cesión de activos, pasivos y contratos a la Administradora de Riesgos Profesionales a la Previsora Vida S.S. hoy por hoy Positiva ARL, razón por la cual el Patrimonio Autónomo de Remanentes del Instituto de los Seguros Sociales en Liquidación, carece de competencia para pronunciarse sobre aspectos relacionados con el Sistema de Riesgos Profesionales, por tal motivo […] hacer traslado de la petición […] a Positiva ARL […]”. Y en lo relativo al tema de régimen de prima media, se le informó que éste recae en COLPENSIONES, por lo cual su requerimiento se remitió a dichas entidades, como así se hizo
.

Así mismo y con ocasión del traslado que por parte de COLPENSIONES se le hizo al P.A.R.I.S.S. de la última petición elevada en agosto 8 de 2016, esta entidad por oficio DGE-10000-14353 de septiembre 20 de 2016
 nuevamente le reiteró: “revisados los expedientes y medios magnéticos que reposan en el extinto Instituto de Seguros Sociales, se evidenció que los desprendibles de pago no fueron almacenados en ningún medio magnético.  De igual manera, me permito informarle que por su naturaleza, el proceso de entrega de los desprendibles de pago se efectuaba de manera personal y periódicamente a cada uno de los ex funcionarios de la extinta entidad en mención, razón por la cual no es posible expedir ni remitir los Desprendibles de pago de los años 1993 y 1994.”. Petición que se envió nuevamente al Ministerio de Salud por cuanto no tiene competencia para expedir certificaciones laborales, las cuales deben hacerse en los formatos de dicha cartera.

Con fundamento en todo lo reseñado, considera la Sala que contrario a lo esgrimido por el actor, por parte del Ministerio de Salud y del P.A.R.I.S.S. sí se le ha dado respuesta a los requerimientos elevados, de los  cuales se vislumbra que no existe documentación alguna en relación con afiliaciones a salud con antelación al año 1995, y lo relativo a riesgos laborales y pensión debe ser tramitado por POSITIVA A.R.L. y COLPENSIONES, respectivamente.
Por lo antes mencionado se debe concluir que en momento alguno por parte del Ministerio de Salud ni del P.A.R.I.S.S. se vulneró el derecho fundamental de petición que reclama el actor, en tanto lo que ellos le indicaron, en especial la última entidad aludida,  es que no existen soportes para hacerle entrega de los pagos efectuados al Sistema de Seguridad Social durante los años 1993 y 1994, sin que tampoco el accionante hubiera referido en sede de tutela para qué empleador laborada en esas épocas con miras a obtener información de los aportes realizados, máxime que en caso de determinarse que fue éste quien no cumplió los mismos, podría iniciarse por parte de COLPENSIONES el cobro coactivo por la mora en su cancelación.

No obstante lo anterior, de la misma respuesta dada por el P.A.R.I.S.S. se observa que al no ser el encargado de resolver lo pedido, procedió a dar traslado del requerimiento efectuado por el señor CARDONA GRANADA tanto a la ARL POSITIVA, como a COLPENSIONES, en una clara aplicación de lo reglado en el canon 21 de la Ley 1755 de 2015, que dice: “Si la autoridad a quien se dirige la petición no es la competente, se informará de inmediato al interesado si este actúa verbalmente, o dentro de los cinco (5) días siguientes al de la recepción, si obró por escrito. Dentro del término señalado remitirá la petición al competente y enviará copia del oficio remisorio al peticionario o en caso de no existir funcionario competente así se lo comunicará. Los términos para decidir o responder se contarán a partir del día siguiente a la recepción de la Petición por la autoridad competente.”

Y de la documentación arrimada se tiene que en mayo 24 y junio 28 de 2016 se procedió a correr traslado a POSITIVA A.R.L. y COLPENSIONES respectivamente de la referida petición
, sin que a la fecha y como así se desprende de lo indicado por el actor, le hayan dado respuesta alguna, no obstante que las mismas debían cumplir el plazo al que alude el canon 14 de dicha norma, o en caso de no poder hacerlo dar aplicación a lo reglado en el parágrafo único de artículo que reza: “Cuando excepcionalmente no fuere posible resolver la petición en los plazos aquí señalados, la autoridad debe informar esta circunstancia al interesado, antes del vencimiento del término señalado en la ley expresando los motivos de la demora y señalando a la vez el plazo razonable en que se resolverá o dará respuesta, que no podrá exceder del doble del inicialmente previsto”. Situación ésta última que no ha tenido ocurrencia en el presente asunto.

No obstante lo anterior, obsérvese que por parte de POSITIVA A.R.L. se informó a esta Sala
 que no aparece en sus sistemas de información derecho de petición alguno suscrito por  la apoderada o el actor y ello es cierto, por cuanto de tal situación nada se dijo por parte de los mismos, por cuanto la petición fue elevada en principio al Ministerio de la Protección, quien a su vez la remitió al P.A.R.I.S.S., y este último fue el que le dio traslado de la misma a POSITIVA. Si bien se observa que esta entidad no le ha informado lo pertinente al señor JOSÉ MONTEGRANARIO, de lo allegado a esta Corporación se evidencia que la misma no cuenta con ninguna clase de soportes para atender el reclamo del actor, por cuanto la información que recibió en relación con Riesgos Laborales del Seguro Social fue del año 1995 en adelante y por ende no sería posible para la misma entregar aquella que pide el actor y que data de los años 1993 y 1994.

Para la Sala entonces, de la información aportada por POSITIVA se puede dilucidar que la misma tampoco ha incurrido en afectación a derechos fundamentales del actor, máxime cuando no se entiende por qué motivo si la información que busca es la relativa al tiempo cotizado durante esas anualidades para pedir su pensión, deba tener información de riesgos laborales, la cual ninguna injerencia tendrá en la decisión respecto de si le asiste o no el derecho prestacional que reclama. En ese orden de ideas, no se tutelará el derecho de petición en contra de POSITIVA.

No obstante lo antes mencionado, lo que sí está claro para esta Corporación que por parte de COLPENSIONES se ha omitido dar respuesta al señor JOSÉ MONTEGRANARIO, dentro del ámbito de su competencia,  de los derechos de petición que el mismo elevó, por medio de los cuales pide se le expidan los comprobantes de pago realizados a su nombre concernientes a pensión y riesgos laborales, durante los años 1993 y 1994.

En síntesis, como quiera que la Sala observa que por parte de COLPENSIONES sí se ha vulnerado el derecho de petición del señor CARDONA GRANADA en mayo 10 de 2016, del cual se les dio traslado por parte del P.A.R.I.S.S. en junio 28 de 2016, se tutelará el amparo deprecado por ese específico aspecto, y en consecuencia se ordenará a las misma que dentro de las cuarenta y ocho (48) siguientes, contadas a partir de la notificación de la presente providencia proceda a dar respuesta a la solicitud elevada, de lo cual comunicará lo pertinente a esta Sala.

Como se desprende de lo allegado al dossier, que por parte del Ministerio de Salud y de la Protección Social, así como del P.A.R.I.S.S. y de POSITIVA Compañía de Seguros, no se vulneró derecho fundamental alguno, se dispondrá su desvinculación de esta tutela.

6.- DECISIÓN 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

PRIMERO: SE TUTELA el derecho de petición vulnerado al señor JOSÉ MONTEGRANARIO CARDONA GRANADA.
SEGUNDO: SE ORDENA a COLPENSIONES, por intermedio de la Gerencia pertinente, que si aún no lo ha hecho, en el término de 48 horas siguientes a la notificación de esta providencia le haga llegar al señor JOSÉ MONTEGRANARIO CARDONA GRANADA una respuesta de fondo a la solicitud que fue elevada en mayo 10 de 2016 al P.A.R.I.S.S. y de la cual ésta le dio traslado en junio 28 de 2016.
TERCERO: Se desvincula del presente trámite al Ministerio de Salud y de la Protección Social, al P.A.R.I.S.S., y a POSITIVA Compañía de Seguros, por las razones esgrimidas en la parte motiva de esta providencia.
CUARTO: Si el fallo no fuere impugnado remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
        JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

La Secretaria de la Sala,

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
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� Ver folio 29 y ss. 
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� Ver folios 84 y 85.  


� Ver folio 38. 
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� Ver folios 27 y 44.  


� Ver folios 111 y 112.
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